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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires,              de  mayo de 2004

RES. Nº                /2004

VISTO:



El Expediente N° 86/2002 del registro de la Comisión de Disciplina y Acusación y,

CONSIDERANDO:

 

Que las presentes actuaciones  fueron iniciadas mediante Resolución CM N° 91/2002, del 11 de abril del 2002, (v. fs. 1/2) a raíz de publicaciones aparecidas en medios de comunicación que hicieron referencia a la denuncia formulada por la legisladora Alicia Pierini, contra los miembros de este Consejero de la Magistratura en su anterior composición y dos funcionarios, por la presunta comisión de los delitos de abuso de autoridad, incumplimiento de los deberes de funcionario público y defraudación contra el Estado.

Que la referida denuncia comprende, entre otros hechos, las irregularidades relativas a la titularidad del ex Director de Ejecución Presupuestaria, Norberto Urfeig, de concesiones para playas de estacionamiento sin habilitación.

Que, consecuentemente, el Plenario instruyó al Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación que informe el temperamento que a su criterio correspondía seguir,  respecto de la supuesta comisión por parte del Sr. Norberto Urfeig - por entonces Director General de Ejecución Presupuestaria del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires-, de negocios incompatibles con el cargo que ocupaba.

Que dicha imputación se refiere a que la persona mencionada habría sido denunciada por la Cámara de Garages y Estacionamientos como titular de una de las concesiones sin habilitación de una playa de estacionamiento sita en Av. Madero 1251. 

Que  a fojas 4/5 obra el informe producido por el el Señor Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación, Dr. Mauricio Obarrio, de fecha 19 de abril de 2002, quien manifestó al entonces Presidente del Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires, Dr.  Juan Octavio Gauna “...que resulta conveniente efectuar una investigación preliminar...”.

Que mediante Resolución 118/02, del Consejo de la Magistratura (v. fs. 6), se resolvió encomendar al Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación la realización de una “investigación preliminar” de los hechos que surgen del presente expediente relacionados con el Señor Norberto Urfeig”.
Que el Señor Norberto Urfeig se presentó espontáneamente, constituyó domicilio procesal realizando una serie de manifestaciones relativas a la función desempeñada al frente de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria. Luego de un pormenorizado análisis del escrito presentado se advierte que no tiene relación alguna con la imputación de la cual es objeto y de la cual se  le corrió traslado (v. fs. 9/13).

Que se dispuso el libramiento de un oficio a la Cámara de Garages y Estacionamientos a fin de que informara si efectuó denuncia contra el Señor Norberto Urfeig y en su caso remitiera fotocopia autenticada de la documentación que poseyera (fs. 22 vta.). Dicho oficio se encuentra diligenciado a fojas 23 del presente expediente, el cual fue contestado por la Cámara  manifestando que efectivamente existe una denuncia por falta de habilitación de la playa de estacionamiento de Av. Madero 1251, y que la misma funcionaba con la razón social “Establecimiento del Retiro de Norberto y Ricardo Urfeig” (v. fs. 24). Se dispuso el libramiento de un oficio al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a fin de determinar si el Gobierno de la Ciudad celebró algún tipo de contrato con “Estacionamiento del Retiro de Norberto y Ricardo Urfeig”. Dicha contestación por parte del Gobierno de la Ciudad fue devuelta con resultado negativo.

Que con fecha 16 de agosto de 2002 se recibió en el expediente informe ampliatorio de la Cámara de Garages y Estacionamientos con el objeto de aclarar entre otras cosas que efectivamente se había realizado una denuncia contra la razón social “Establecimiento del Retiro de Norberto y Ricardo Urfeig” respecto del funcionamiento de la playa mencionada por este informe, habilitada por la autoridad competente. Asimismo informó que por disposición N° 2495, del 11/07/2000, de la Dirección General de Verificaciones y  Habilitaciones, se dispuso la clausura del mencionado estacionamiento denunciando, Expediente N° 17.333/2000. Es de resaltar que en dicho informe se menciona que dicha clausura fue violada por lo que se pidieron medidas complementarias denunciándose esta violación a la Fiscalía Correccional N° 9. Es decir que de ese informe se desprende una conducta anómala reiterada por parte del “Establecimiento del Retiro de Norberto y Ricardo Urfeig” testificando la conducta del art. 47 del Código Contravencional  (v. fs. 38/41). 

Que con fecha 11 de septiembre del 2002, previo requerimiento de la instrucción, el Juzgado Contravencional N° 3, remitió causa N° 4858/02, Sumario 1668, del cual se desprenden los siguientes extremos, a saber: que en la Avda. Madero 1251 existía una playa de estacionamiento denominada “El Retiro” perteneciente a Norberto y Ricardo Urfeig. 

Que dicha playa de estacionamiento se encontraba en condiciones ilegales de mantenimiento y de habilitación; que fue clausurada y que dicha clausura fue violada en repetidas oportunidades en forma ilegal. En la copia de la documental anejada, se encuentra un recibo “C” N° 1816 del mencionado estacionamiento “Del Retiro”, en donde se lee como propietarios del mismo, a los Sres. Norberto Urfeig, y Ricardo Urfeig. 

Que se encuentra probada en el expediente sumarial la pertenencia de la explotación de la playa de estacionamiento ubicada en Avda. Madero 251 al Sr. Norberto Urfeig, correspondiendo analizar si la omisión de incluirla en su declaración jurada patrimonial constituye falta disciplinaria pasible de ser sancionada.

Que del informe solicitado al Departamento de Recursos Humanos, y de la declaración jurada patrimonial que obra agregada a fojas 55, se desprende que el imputado no denunció la titularidad del negocio aludido en el considerando anterior.



Que a fojas 56/59 obra el informe del Instructor en el que, conforme establece la Resolución 317/2003, aplicable en materia de procedimiento, se formulan cargos al agente sumariado. 



Que en el referido informe se imputó al Sr. Norberto Urfeig la participación en actividades privadas incompatibles con la función pública y la omisión de incluir dichas actividades en su declaración jurada patrimonial.



Que, en cuanto a la primer imputación, cabe concluir que del análisis de la reglamentación vigente a la fecha de los hechos no es posible advertir que haya existido una concreta prohibición para los funcionarios del Consejo de la Magistratura de participar en emprendimientos empresarios, como sería la explotación de un espacio para playa de estacionamiento de vehículos, ni que ello fuese incompatible con el desempeño de la función pública.

 

Que tal incompatibilidad se habría producido si se hubiese acreditado que el funcionario, en lugar de cumplir su horario de trabajo en el Consejo, en ese tiempo desempeñaba tareas en la playa de estacionamiento, lo que no surge de las constancias de autos.

Que, con relación a la segunda imputación, se observa que todo agente público tiene el deber de declarar sus actividades de carácter profesional, comercial o industrial a fin de que la administración determine si esas actividades son compatibles o no con el ejercicio de sus funciones. 

Que los hechos investigados se encuentran regulados en la Resolución CM Nº 148/2000 que impone a los funcionarios la obligatoriedad de declarar sus actividades comerciales y/o individuales, mantenerlas actualizadas y reiterarlas año tras año.

Que conforme prevé la Corte Suprema de Justicia de las Nación, “La autoridad competente solamente podrá pronunciarse sobre la existencia o no de incompatibilidad si previamente los agentes han formulado debidamente las declaraciones exigidas por la ley” (conf. Fallos 254:362).

Que Norberto Urfeig, incumplió con la obligación de denunciar la actividad desarrollada por él, hecho que, de por sí,  es reprochable.

Que la reticencia del sumariado, impidió al Consejo pronunciarse sobre la incompatibilidad o no de la función desarrollada, violando así el principio de buena fe que tiene que primar en toda relación de empleo. Que ello resulta trascendente en virtud de la lealtad con que debe actuar el funcionario público ya que, en caso de existir actividad comercial privada, éste debe encontrase habilitado de conformidad con las disposiciones en materia de prohibiciones, incompatibilidades y acumulación de cargos. Este principio debe aplicarse tanto al ingreso original  a la función o cargo público como durante el desempeño del mismo. 

Que conforme Marienhoff "El fundamento radica en el deber que tiene el agente público de no ejercer concomitantemente con el empleo alguna actividad o profesión inconciliables con éste, fundamentalmente por dos tipos de razones: una práctica, que consiste en la mayor eficiencia en la prestación del servicio evitando que el agente diversifique o divida su actividad en dos o más empleos, y la otra, ética, ya que hay algunas profesiones que pueden no resultar conciliables con el ejercicio de la función o empleo público. Infringe su deber el funcionario o empleado público que haga una afirmación falsa o incurra en reticencia (actitud o comportamiento omisivo) haciéndose pasible de las sanciones correspondientes” (Marienhoff, "Tratado de Derecho Adm.", T. IV, Págs. 241 y ss.).

Que, concretamente, el deber de presentar una declaración jurada patrimonial surge de lo establecido en la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires (art. 96) y la Ley CABA Nº 31, artículo 14, reglamentada mediante Resolución CM Nº 02/2000, artículo 2.15, reformada mediante Resolución CM Nº 148/2000, que establece que “Los (...) funcionarios, además de las obligaciones establecidas en las leyes deben cumplir los siguientes deberes: 2.15.1 Declarar por escrito, bajo juramento, su situación partrimonial, incluida la de su cónyuge, dentro de los 30 (treinta) días hábiles de asumir el cargo, y también cuando se produzca una alteración patrimonial significativa (...) La declaración debe renovarse anualmente”.

Que al omitir denunciar la actividad que desempeñaba, el Sr. Norberto Urfeig, infringió un deber específico e incumplió con la normativa legal y reglamentaria vigente.

Que dicho proceder constituye un incumplimiento tipificado en la reglamentación vigente a la fecha de los hechos, a saber: Resolución CM Nº 02/2000, artículo 4.5.6: “Incumplir reiteradamente las normas procesales o reglamentarias”.

Que el incumplimiento debe considerase reiterado por haberse manifestado a lo largo de varios años, puesto que la concesión la posee desde el año 1993 (conf. Exp. 86/2002, Anexo “C”) y su declaración jurada patrimonial jamás fue actualizada, pues se mantuvo incompleta hasta julio de 2003, fecha en que fue dejado cesante mediante Resolución CM Nº 408/2003.
Que, asimismo, la inclusión de bienes patrimoniales en la declaración no es facultativa sino obligatoria y su omisión constituye una actitud reprochable pues desnaturaliza el objeto de la declaración. Si los funcionarios declaran lo que quieren, las declaraciones  pierden su razón de ser.

Que, para el caso, resulta indiferente la existencia o no de incompatiblidades entre el ejercicio del cargo en el que se desempeñaba el Sr. Urfieg y la actividad comercial privada que desarrollaba, pues, en primer lugar, la mera omisión de denuncia es reprochable y, en segundo lugar, no es el funcionario el habilitado para determinar si la actividad es o no incompatible. Al no consignarla en su declaración jurada, privó definitivamente al Consejo de la posibilidad de evaluar la situación.

 

Que a fojas 59 la Instrucción dispuso conferir vista de las actuaciones al imputado para que efectuara su descargo dentro del plazo de diez días (punto V).

 

Que por Resolución CM N° 640/2003 (v. fs. 61) se desestimó la queja deducida por el imputado respecto del rechazo de suspensión de términos que había solicitado, no obstante se le concedió un plazo de diez días.

 

Que a fojas 72 y siguientes se presentó el imputado, efectuando planteos de incompetencia del Consejo por encontrarse extinguida la relación de empleo, y nulidad. Simultáneamente contestó el traslado y ofreció prueba que fue desestimada por la Instrucción a fojas 79.



Que con relación a su planteo relativo a la extinción de la relación de empleo corresponde el rechazo del mismo en virtud de que este Consejo ha adoptado como criterio la anotación de la eventual sanción en el legajo del agente cuya relación de empleo se encuentre extinguida. Ello, de conformidad con reconocida doctrina de la Procuración  del Tesoro de la Nación, que tiene dicho que “Si bien es cierto que la subsistencia de la relación de empleo público es requisito indispensable para el ejercicio de la potestad disciplinaria -caso `Magallanes´- y que la anotación  en el legajo personal de la sanción a que se hubiera hecho acreedor el ex-agente en el caso de no haberse roto aquel vínculo importa la posible existencia de un agravio que hace viable la interposición de recursos administrativos -arts.73 y 74, Reglamento de la ley Nacional de
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Que con relación al planteo de nulidad del Sr. Urfeig, por considerar violados los principios de legalidad y reserva, fundado en que se habría aplicado una reglamentación inexistente a la fecha de los hechos, corresponde su rechazo. En primer lugar, tal como quedó expresado en considerandos anteriores, el incumplimiento del Sr. Urfeig no se limitó tan sólo a la omisión de incluir en su declaración jurada la titularidad de la concesión, sino que comprendió posteriores incumplimientos consistentes en la omisión de incluirla en las actualizaciones que, año tras año, debió haber presentado (conf. Res. CM Nº 148/2000). De modo que la infracción disciplinaria del agente fue continuada y de ahí la reiteración típica a la que se hizo referencia en considerandos precedentes. En segundo lugar, en materia de derecho de forma, cabe destacar que no existe óbice para aplicación retroactiva de normas. Sin perjuicio de ello, el procedimiento originariamente se rigió por lo establecido en la Resolución CM Nº 02/2000, del 1º de febrero de 2000 –que, por otra parte, no sólo es el primer reglamento en materia disciplinaria que este Consejo sancionara en toda su existencia, sino que es anterior a las Resoluciones CM Nº 91/2002 y 118/2002, que dieron origen al sumario-. La aplicación posterior de las resoluciones  CM Nº 301/2002 y 317/2003 no implicaron una vulneración del derecho vigente ni conculcaron principio constitucional alguno pues, en lo sustancial, consagran procedimientos administrativos idénticos al contenido en la Resolución CM Nº 02/2000. En tercer lugar, en lo relativo al derecho de fondo –tipos disciplinarios y sanciones- el procedimiento se rigió expresamente por lo establecido en la referida Resolución CM Nº 02/2000. Sin perjuicio de ello, la conducta típica consistente en el incumplimiento de normas legales o reglamentarias y las sanciones de apercibimiento, suspensión, cesantía o exoneración, se encuentran contempladas en los reglamentos disciplinarios del Superior Tribunal y el Poder Judicial de esta Ciudad, del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación, de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, del Poder Ejecutivo -tanto el de la Ciudad de Buenos Aires, como el Nacional y el de la Provincia de Buenos Aries- y, prácticamente, en todos los reglamentos de disciplina de todos los organismos públicos del país. Imputar el incumplimiento de normas legales y reglamentarias a un Director General de un Poder Judicial difícilmente constituya, en cualquier lugar de la República Argentina, una violación al principio de legalidad. Finalmente, basta observar el dictamen de formulación de cargos de fojas 56/59, para despejar toda duda respecto de que: a) la imputación efectuada al Sr. Urfeig consistió en el incumplimiento de la normativa que regula el régimen de declaraciones juradas patrimoniales de los funcionarios públicos y, específicamente, el incumplimiento de la Resolución CM Nº 148/2000, que impone no sólo la obligación de declarar, sino la de actualizar dicha declaración año tras año; b) en materia de derecho de fondo, el sumario se rigió por lo establecido en la Resolución CM Nº 02/2000 –primer régimen disciplinario de este Consejo de la Magistratura y c) lo mismo sucedió en materia de derecho de forma, hasta que, legal y legítimamente, las resoluciones CM Nº 301/2002 y 317/2003 entraron en vigencia.



Que, en lo relativo al agravio del sumariado en cuanto a que no se habría individualizado la norma transgredida, también corresponde el rechazo del mismo. En primer lugar, porque en la formulación de cargos del Instructor luce claramente individualizada la resolución transgredida, a saber: la que lleva el Nº 148/2000. En segundo lugar, porque, sin perjuicio de ello, el sumariado fue imputado por la comisión de una conducta, a saber: omitir un dato relevante en su declaración jurada patrimonial, extremo que también se encuentra debidamente consignado en el escrito de formulación de cargos.



Que, asimismo, con relación a su agravio relativo a la supuesta trasgresión al cometido encomendado en la Resolución CM Nº 118/2002, que dispuso la apertura de una “investigación preliminar”, corresponde su rechazo. Ello, en virtud de que la Resolución CM Nº 317/2003 eliminó dicho instituto fundando tal decisión en “Que, al elaborar el nuevo régimen disciplinario, se han tenido en mira como objetivos la actualización de la normativa en relación con el orden jurídico local y nacional y la transformación del proceso sumarial en un proceso más ágil y eficaz, que, garantizando debidamente los derechos constitucionales a la defensa en juicio y a obtener un pronunciamiento en un plazo razonable, permita asimismo un ejercicio razonable pero resolutivo del poder disciplinario que la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires confiere a este Consejo en su Art. 116 Incs. 3 y 5” (considerando 2º), y “Que, en este marco, se introducen reformas tales como la eliminación de la `instrucción preliminar´ prevista por el Art. 138 de la Res. CM N° 301/02, en el entendimiento de que generaba la duplicación innecesaria de la instrucción sumarial, atentando contra la celeridad del proceso. A su vez, se prevé expresamente la facultad del sumariado para designar abogado defensor y se permite su intervención directa en el trámite sumarial, en pos de una cabal vigencia del derecho constitucional a la defensa en juicio” (considerando 4º). En definitiva, en lo sustancial, el procedimiento administrativo seguido no ha sufrido alteración alguna, amén que el sumariado no ha indicado qué perjuicios le habría ocasionado dicha modificación, ni ha señalado qué actos o defensas se habría visto privado de ejercer. La nulidad, por la nulidad misma, es manifiestamente improcedente.



Que se considera correcto el rechazo de la prueba ofrecida por el sumariado, a saber: “constancia de todas aquellas las actas celebradas en el Consejo referentes al tema en cuestión” y declaraciones testimoniales de los Dres. Juan Octavio Gauna. Gloria Elvira Bonato y Julio César Cueto Rúa (v. fs. 79), en virtud de que la primera no fue debidamente individualizada y que, además, ambas resultan inconducentes y meramente dilatorias. Ello así, pues el incumplimiento del Sr. Urfeig, es decir, su omisión de declarar la titularidad del negocio investigado, así como de actualizar año tras año su declaración jurada patrimonial, es un dato objetivo de la realidad que surge de la simple observación de la referida declaración obrante a fojas 78, en sobre cerrado.



Por todo lo expuesto, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución dela Ciudad de Buenos Aires, la ley 31 y sus modificatorias,

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

Artículo 1º: Dejar constancia en el legajo del Señor Norberto Urfeig (DNI Nº 4.754.860),  de que le hubiera correspondido la sanción de quince (15) días por encontrarlo responsable de los incumplimientos legales y reglamentarios relativos a la confección de su declaración jurada patrimonial, de conformidad con lo desarrollado en los considerandos de la presente resolución, la que no se aplica en este acto por haber cesado su relación de empleo con el Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires  (arts. 4.5.6 y 4.6.3 del ANEXO I de la Resolución CM Nº 2/2000).

Artículo 2°:  Regístrese, notifíquese, comuníquese al interesado, al Jefe del Departamento Sumarios del Area Administrativa, al Jefe de Departamento de Recursos Humanos y, oportunamente, archívese.

RESOLUCIÓN Nº               /2004

Diego May Zubiría



Bettina Paula Castorino

María Magdalena Iráizoz


Juan Sebastián De Stefano

María Celia Marsili 
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